Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 10 minutos.) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“La Cámara de Representantes remite aprobado un proyecto de ley por el que se designa 
con el nombre “profesor Ulises Anzuela Turienzo' la plaza de deportes de la ciudad de Nueva Palmira, 
departamento de Colonia, dependiente del Ministerio de Turismo y Deporte. 


El Ministerio de Industria, Energía y Minería remite comentarios sobre las modificaciones al 
proyecto de ley para la regulación de la Minería de Gran Porte, presentadas por el señor Raúl Viñas.” 


-En la Comisión de Asuntos Administrativos, cuando llegan este tipo de expedientes, 
normalmente cometemos su estudio a uno de sus miembros, quien presenta un informe que luego es 
aprobado en la Comisión. Propongo que aquí también utilicemos este sistema y, por intermedio del 
señor Senador Gallicchio, pidamos al señor Senador Antognazza que realice el informe. 


Por otra parte, el Secretario me informa que estuvo haciendo consultas en la Real Academia 
sobre un cambio menor que se propuso en el artículo 15 como consecuencia de una observación 
realizada por el señor Senador Michelini, quien sugirió que en la parte donde dice “A tal efecto, entre 
otros medios de difusión, desarrollará a su costo un portal en la web”, en lugar de la palabra “web” se 
empleará la definición en castellano. El Secretario indica que de acuerdo con el Diccionario de la Real 
Academia Española “web” significa “red informática”. En consecuencia, se sugiere volver a considerar 
este artículo y sustituir las palabras “la web” por “una red informática”. 


Se va a volver a votar el artículo 15 con la modificación propuesta. 
(Se vota:) 


-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


(Ingresan a Sala las señoras asesoras del Ministerio de Industria, Energía y Minería.) 


-La Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicio da la bienvenida a la 
química farmacéutica Piaggio y a la economista Grosso, asesoras del Ministerio de Industria, Energía y 
Minería. 


Si los señores miembros de la Comisión están de acuerdo, comenzaríamos con el 
tratamiento del Capítulo IV, Régimen Tributario. 


SEÑOR COURIEL.- Estoy de acuerdo, pero otra opción podría ser retomar aquellos artículos 
desglosados de los primeros 38, si estamos en condiciones de votarlos. Por ejemplo, a propósito de 
una intervención del señor Presidente de la Comisión, se trajo una redacción alternativa 
extremadamente larga y por eso se solicitó el desglose para poder leerla con detalle. A su vez, había 
dos artículos que no tenían comas ni puntos por donde se los buscara. Si respecto de estos artículos 
ya se adoptó una decisión, los podemos votar. 


De todas maneras, estoy de acuerdo con lo que disponga el señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece adecuado seguir “pegándole una peinada” al proyecto de ley 
porque, una vez hecho esto, se pueden analizar una cantidad de artículos que han sufrido 
modificaciones y hacerlos combinar. 


SEÑOR COURIEL.- No hay ningún problema; trabajaremos según lo propuesto por el señor 
Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 39 fue desglosado a solicitud de quien habla. En ese sentido, 
nuestra propuesta es cambiar el inciso primero suprimiendo donde se dice: “en materia de Impuesto a 
las Rentas de las Actividades Económicas”. En definitiva, el inciso diría: “Las inversiones realizadas 
correspondientes a las actividades mineras y conexas definidas en el artículo 8% de la presente ley, no 
serán objeto de la aplicación de regímenes promocionales por lo que se otorguen exoneraciones”. 


Si a los señores miembros de la Comisión les parece bien, lo fundamento. 


En cuanto a las leyes que otorgan exoneraciones, es sabido que las de menor impacto son 
las exoneraciones en materia de Impuesto a las Rentas de las Actividades Económicas, mientras que 
las de mayor impacto son las que recaen sobre el Impuesto al Valor Agregado, el Impuesto al 
Patrimonio, los recargos aduaneros, etcétera. Aquí parecería que se establece que a estas inversiones 
no les son de aplicación los regímenes promocionales, pero en realidad se los acota únicamente a los 
que otorgan exoneraciones en materia de Impuesto a las Rentas de las Actividades Económicas. 


Ese es el cambio que proponemos. 


SEÑORA GROSSO.- Cuando en el artículo se especificó que no se podían dar exoneraciones en 
materia de Impuesto a las Rentas de las Actividades Económicas, se lo hizo porque se trata de un 
impuesto de impacto durante toda la vida útil de un proyecto. En cambio, la exoneración de IVA a 
bienes no competitivos con la industria nacional para la inversión en determinados equipamientos es 
vista como un estímulo para que, precisamente, la inversión se concrete. La línea es esa: estimular la 
inversión. El Impuesto al Patrimonio representa un 1,5% del patrimonio fiscal de una empresa, por lo 
que tampoco es tan significativo. Se podrá decir que el IVA es significativo, pero si lo correlacionamos 
con lo que pagaría una empresa con determinada facturación por Impuesto a las Rentas de las 
Actividades Económicas, en menos de dos años se recupera ese monto. Quizá la comparación desde 
este punto de vista no sea del todo compartida. En realidad, la idea es que venga la inversión; se dan 
ciertos beneficios para que se instale y genere trabajo e impuestos a futuro. Además, se genera un 
impuesto que es de impacto significativo también. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Podría explicarnos cómo funciona la exoneración al Impuesto a las Rentas 
de las Actividades Económicas en el régimen de inversiones actual? ¿De qué manera funciona? ¿Se 
exonera el impuesto o hay alguna norma relativa a una amortización acelerada, o a lo que puede 
incluirse como consideración del activo fijo, revaluaciones, etcétera? No creo que sea tan sencillo el 
régimen; me parece que no es tan lineal. 


SEÑORA GROSSO..- Según lo entiendo, el fuerte del Impuesto a la Renta es la exoneración que aquí 
se da en el gravamen que se tiene que pagar cada año en función de la inversión que se hizo. Por 
ejemplo, el 50% de la inversión se puede deducir en equis cantidad de años del impuesto que 
realmente se tiene que pagar. Por tanto, es significativo; es un mínimo de un 10% a pagar durante 
todos los años. Ese es el verdadero beneficio, el beneficio fuerte que aquí se está negando. 


Existe lo que se llama amortización acelerada que, en realidad, es un beneficio puramente 
financiero: permite deducir pérdidas del balance, del estado de resultados, en un momento más 
próximo en el tiempo. Esto posibilita que el valor actual neto del proyecto sea mayor. Reitero, se trata 
de un beneficio financiero. 


El beneficio fuerte del Impuesto a la Renta es poder deducir buena parte de la inversión de la 
renta que se tendría que pagar, en otro caso, en los siguientes años. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No recuerdo bien las normas, pero tal vez la economista Grosso las tiene más 
claras que yo. Lo que sí recuerdo es que en la ley de promoción de inversiones no se exonera del 
Impuesto a la Renta; se da la posibilidad de una amortización especial. Es decir que, en realidad, aquí 
estamos considerando regímenes promocionales en materia de Impuesto a las Rentas de las 
Actividades Económicas. 


Por su parte, el Impuesto al Valor Agregado, el Impuesto al Patrimonio, los recargos 
aduaneros y el IVA a la importación -que es superior- tienen un impacto muy importante en una 
inversión que, según se nos dijo, es de US$ 3.500:000.000. En realidad, eso es un impacto seguro 
porque si se paga el impuesto de entrada, el dinero ingresa al Estado; en cambio, si vamos a una 
amortización acelerada sobre el Impuesto a la Renta en el futuro, podrá existir o no según los ingresos 
de la empresa. Esa es mi duda. 


Yo estimo que, tal como está redactada esta norma, en una inversión de US$ 3.500:000.000 - 
como nos dijeron los representantes de Aratirí- esta exoneración debe ubicarse entre US$ 700.000 y 
US$ 1.000:000.000. No sé si las representantes del Ministerio tienen alguna estimación de cuánto 
sería el ingreso por el Impuesto a la Renta, pero, en realidad ese ingreso podrá ocurrir o no. 
Obviamente, eso depende de una cantidad de condiciones. 


SEÑORA GROSSO.- Para una inversión de US$ 3.000:000.000, que va a conseguir financiamiento, el 
flujo de ingresos y de renta positiva tiene que existir. 


Es cierto que hay una resignación de recaudación -no sé si es un impacto- que podría darse 
si viniera la inversión. Pero si no se otorgan ningún beneficio para que esa inversión se radique, 
tampoco se va a tener esa recaudación potencial. Por tanto, la idea es generar algún tipo de estímulos 
para que las inversiones se radiquen y, de esa forma, se genere mano de obra, ciertos impuestos y 
otras cosas. También, por medio del Impuesto a las Rentas que va a generar esa empresa se va a 
estar más que recuperando esa condonación de impuestos, y eso tampoco se tendría si no se diera 
ese emprendimiento. 


SEÑOR PRESIENTE.- No voy a votar este artículo por motivos obvios y tampoco voy a seguir dando 
argumentos. Tal como está redactada la disposición, hay una renuncia fiscal estimada entre US$ 
700:000.000 y US$1.000:000.000 respecto al emprendimiento Aratirí, pero como públicamente se 
había dicho que el Estado no iba a resignar nada, por lo menos queda claro que resigna, y resigna a la 
inversión. 


SEÑORA GROSSO.- No sé si es tanto; no recuerdo la cifra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si se calcula el IVA y el Impuesto al Patrimonio, obtenemos la cifra. 


SEÑORA GROSSO.- Como dije, con el Impuesto a la Renta y el adicional se recupera, como mucho, 
en dos años. No voy a dar números porque no los sé de memoria. 


SEÑOR CLAVIJO.- Después de la fundamentación técnica que hizo el representante del Poder 
Ejecutivo, y a los efectos de que conste en la versión taquigráfica, quiero decir que estamos de 
acuerdo con el artículo 39 que viene de la Cámara de Representantes en el sentido de que una de las 
grandes preocupaciones -tanto de las cámaras empresariales como de las diferentes empresas- es 
que este proyecto se convierta en una ley de promoción que permita a Uruguay diversificar la matriz 
productiva. Creemos que el Estado renuncia a una parte importante, tal como se ha dicho -quizás no la 
podamos cuantificar en el momento, pero coincido con el Presidente en que es importante-, pero esa 
renuncia se ve compensada con creces mediante la generación de mano de obra, la diversificación de 
la producción y de las exportaciones, y también en el tema monetario. Como el Poder Ejecutivo plantea 
que en dos años esa cifra podría estar cubierta, creo que se trata de una inversión y no de una 
renuncia. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 39 tal como viene 
de la Cámara de Representantes. 


(Se vota:) 
-4 en 6. Afirmativa. 
Se va a rectificar la votación. 
(Se vota:) 
-4 en 6. Afirmativa. 
En consideración el artículo 40, que también fue desglosado. 


En realidad, este artículo es un complemento del anterior, porque establece que se va a 
cobrar el Impuesto a la Renta, pero permite que, a esos efectos, lo que invierte la empresa en costos 
de prospección, exploración y estudios ambientales -que la propia empresa dijo que fueron unos 

US$ 125:000.000 o US$ 130:000.000-, se pueda activar y revaluar al cierre de cada ejercicio, 
considerándolo como un activo fijo a todos los efectos fiscales. Obviamente que con ello estamos 
dando un beneficio adicional, en este caso, sobre el Impuesto a la Renta. 


SEÑORA GROSSO..- Me parece que hay que ver todo como un paquete, tanto el impuesto que se crea 
como este. Esta es otra de las ideas que se instrumentó para tratar de incentivar la inversión, puesto 
que también estamos interesados en que se haga prospección, exploración y los estudios ambientales 
correspondientes. No se trata de un estímulo directo a deducir de la renta a pagar, sino que sirve como 
una deducción para el monto imponible. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 40. 
(Se vota:) 
-4 en 6. Afirmativa. 


Pasamos a la consideración del artículo 42, que fue desglosado a pedido del señor Senador 
Clavijo en cuanto al artículo 108 y por el señor Senador Michelini con respecto al artículo 103. 


SEÑOR CLAVIJO.- Tenemos algunas modificaciones para plantear. 


La propuesta para el artículo 108 es la siguiente: “ARTÍCULO 108. Precios de referencia.- El 
Poder Ejecutivo determinará mensualmente el precio de referencia del producto minero” -se suprime la 
palabra “bruto”- “en atención al precio en el mercado internacional y en base a indicadores objetivos y 
de dominio público, de acuerdo a lo que determine la reglamentación”. 


En el artículo 103, se agrega un numeral 5), que dice: “5) Piletas de agua bruta para uso en 
la actividad minera”. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Hay que aclarar que este es un nuevo numeral 5) que se intercala. 


SEÑORA GROSSO.- En cuanto a la expresión “bruto”, en la definición del ingreso operacional minero 
se hacía referencia a producto minero y no a producto minero bruto. En la versión del Poder Ejecutivo 
quedó mal la redacción; se suprimió la palabra “bruto” de un lado y no del otro. 


SEÑOR CLAVIJO.- En cuanto al artículo 103, en el primer párrafo se debe expresar: “ARTÍCULO 103. 
Producto minero.- Se entiende por producto minero, a la sustancia mineral obtenida como resultado de 
las actividades mineras y conexas”, etcétera. Se agrega la palabra “conexas”. 


SEÑOR HEBER.- El artículo señala que se entiende por producto minero a la sustancia mineral 
obtenida como resultado de las actividades mineras. Quisiera saber qué es lo que se estaría 
escapando y que de alguna manera hay que contemplar, porque supongo que a eso apunta el 
agregado de la expresión “y conexas”. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Esa duda quedará despejada una vez que se terminen de explicar los cambios, 
ya que el literal B) define qué son las actividades minerales conexas. 


(Dialogados.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pediría que nos facilitaran el texto supletorio porque eso nos ayudará a 
comprender mejor las modificaciones. 


SEÑOR COURIEL.- Quedó claro que en el primer inciso se agrega “y conexas”. El literal A) refiere a 
las actividades mineras y se le agrega un numeral 5) -por lo que cambia toda la numeración-, que dice: 
“5) Piletas de agua bruta para uso en la actividad minera”. Asimismo, en el numeral 3) se agrega el 
término “aglomeración”, por lo que quedaría redactado de la siguiente forma: “3) Preparación y 
beneficiación de minerales que incluyen, entre otras, operaciones de trituración, desmenuzamiento, 
lavado, secado, aglomeración, calcinado, lixiviación, separación magnética, gravimétrica o flotación, 
electrólisis y fundido de oro”. Luego se incluye un literal B), que expresa: “B) Son actividades conexas a 
las mineras. 


Operaciones de mantenimiento y reparación de equipos e instrumentos utilizados en las actividades 
mineras. 


Acopio de sustancias explosivas relacionadas a la extracción de minerales. 
Depósito de insumos químicos a ser utilizados en actividades mineras. 
Tareas de apoyo, como las administrativas, sanitarias y de laboratorio”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el artículo 108 se dice que el Poder Ejecutivo determinará mensualmente 
el precio de referencia del producto minero en atención al precio en el mercado internacional y en base 
a indicadores objetivos y de dominio público. Por su parte, en el artículo 103 se señala que se entiende 
por producto minero a la sustancia mineral obtenida como resultado de las actividades mineras y 
conexas calificadas como minería de gran porte, haya o no sido objeto de beneficiación, en cualquier 
estado productivo en que se encuentre. Y luego hay dos literales, uno referido a las actividades 
mineras y el otro a las actividades conexas a las mineras. 


Intento imaginar cómo va a funcionar esto en el futuro y me parece que el Poder Ejecutivo va 
a tener que determinar el valor del producto minero teniendo en cuenta la sustancia mineral obtenida 
como resultado de actividades mineras, en las que se incluye también las conexas, como depósito de 
minerales, tareas de apoyos y administrativas. Me gustaría saber si existe la posibilidad de determinar 
el costo del producto minero de esa forma. 


SEÑOR CLAVIJO.- El artículo 108 no hace referencia al costo de producción de la mina 
concretamente, sino al precio internacional, a cómo se está moviendo el mercado y cuál es la 
demanda. En el caso de la magnetita, sabemos que tiene un precio determinado en el mercado y, por 
tanto, no solo se pone el precio de referencia de este último, sino también a la base y al seguimiento 
que hacen diferentes organismos con respecto a la comercialización del hierro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Reitero que no soy un especialista en el tema y quizás me cuesta entender 
todo esto. Si en el artículo 103 definimos el producto minero, con un listado muy específico, y en el 108 
decimos que vamos a fijar el precio de referencia del producto minero en atención al precio del 
mercado internacional y a indicadores objetivos de dominio público, en realidad estamos definiendo el 
precio del producto minero en base al mercado internacional. Quisiera saber si en el mercado 


internacional se tienen en cuenta todas estas consideraciones, como producto minero, para fijar el 
precio. 


SEÑORA GROSSO.- En el proyecto que se remitió por parte del Poder Ejecutivo, el artículo 103 hacía 
referencia al producto minero como el resultante de las actividades enumeradas en el artículo 7 del 
mismo texto. Cuando se analizó el proyecto en la Cámara de Representantes, el señor representante 
Posadas sugirió que, dado que esto estaría anexado al Título IV del IRAE, era de buena práctica 
repetir este artículo aquí. La idea es que se define producto minero como la sustancia mineral obtenida 
como resultado de actividades mineras y conexas. Aquí se detallan cuáles son, pero en aquel artículo 
eso no se hacía. A su vez, debo decir que lo que se considera precio de referencia es el precio del bien 
final, es decir, el concentrado de hierro o lo que fuera. Sería el precio FOB. 


SEÑOR COURIEL.- El precio de referencia se usa mucho cuando hay dificultades para conocer el 
precio internacional. Eso se hace para que no haya subvaluación. 


SEÑOR HEBER.- Entonces, básicamente en este capítulo se establece un adicional al IRAE para 
estas actividades conexas que no estaban gravadas porque se hacía referencia al producto bruto 
minero. 


SEÑORA GROSSO.- El cambio no es de sustancia y lo que se grava es el resultado de todas estas 
actividades. En realidad, no importan las actividades conexas porque para llegar al producto final se 
necesita transporte, acopio, etcétera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 42 con las 
modificaciones propuestas. 


(Se vota:) 
-5 en 6. Afirmativa. 


Me gustaría que, de ser posible, el Poder Ejecutivo nos hiciera llegar algún tipo de 
simulación de cómo quedaría gravada la renta minera con estas normas. 


SEÑORA GROSSO.- A la Cámara de Representantes se envió cierta información, por lo que no habría 
inconveniente en hacer llegar a esta Comisión la documentación pertinente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Encomendamos a la Secretaría el seguimiento. 
En consideración el artículo 43, cuyo desglose fue solicitado por el señor Senador Clavijo. 


SEÑOR COURIEL.- El desglose de este artículo deriva del artículo 30 que, en el literal F), propone la 
posibilidad de utilizar cláusulas de arbitraje internacional cuando hay diferencias entre el inversor y el 
Estado. Como todavía no hemos resuelto el artículo 30, no podemos hacer lo propio con el 43. De 
manera que solicitamos que su consideración se postergue para la próxima semana. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se mantiene el desglose de los artículos 30 y 43. 


No habíamos desglosado el artículo 45, pero el señor Senador Martínez presentó una 
modificación por lo que, si los señores miembros de la Comisión están de acuerdo, corresponde votar 
su reconsideración para tratar la propuesta presentada. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar si se reconsidera el artículo 45. 


(Se vota:) 


-5 en 6. Afirmativa. 
Está nuevamente en consideración el artículo 45. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Los señores integrantes de la Comisión recordarán que había adelantado este 
tema en la primera o segunda sesión, cuando el señor Senador Heber hizo mención a algunas de las 
cuestiones que le parecía que faltaban y que habían sido convenidas en el Acuerdo Multipartidario. Él 
se refirió, por ejemplo, a la posibilidad de tener algún tipo de auditoría independiente que pueda 
chequear el cumplimiento del plan medioambiental, es decir, que haga un control periódico; me parece 
que eso es algo en lo que estamos de acuerdo, porque aporta transparencia a un tema tan importante. 
Esa es la razón de la redacción propuesta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se trata de un agregado al literal C) del artículo 45. 


Léase por Secretaría el agregado al literal C) del artículo 45, propuesto por el señor Senador 
Martínez. 


(Se lee:) 


“Asimismo, quedará incluido dentro de esta partida, la posibilidad de financiar procesos de 
auditoría ambiental independiente de las explotaciones mineras a las que refiere la presente ley. 


Dichas auditorías deberán realizarse a requerimiento del MVOTMA, por una empresa u 
organización no vinculada al Estado, con capacidad y experiencia probada en la materia, según las 
condiciones que establezca la reglamentación”. 


-En consideración el artículo 45 con la propuesta del señor Senador Martínez. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Hay otra modificación -más allá del agregado a que se dio lectura- para el literal 
C), que diría: “Un 60% (sesenta por ciento) para financiar proyectos productivos, de infraestructura, de 
riego, turísticos y ambientales, que contribuyan al desarrollo sustentable nacional, así como también 
proyectos productivos localizados en la zona de influencia de emprendimientos de minería de gran 
porte”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si se me permite, creo que ese último agregado ya estaría incluido en la 
palabra “productivos”. En este literal se establece “Un 60% para financiar proyectos productivos”. 
Dentro de los productivos están los que son de carácter general y también los localizados en la zona, 
con lo cual creo que ese agregado estaría de más. 


SEÑOR COURIEL.- Se hizo así porque se quiso hacer un esfuerzo para explicitar lo relativo a 
“localizados”, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo, señor Senador. Yo lo decía para evitar repeticiones. 


SEÑOR COURIEL.- Comprendo; pero se hizo el esfuerzo para que quedase claro que también los 
localizados están abarcados. 


SEÑOR HEBER.- En este literal se habla de “zonas de influencia”. ¿Qué se consideran zonas de 
influencia? ¿Diez kilómetros? ¿Veinte kilómetros? ¿Sesenta kilómetros? ¿Cien kilómetros? 


SEÑOR MARTÍNEZ.- El espíritu es, justamente, que la zona de influencia de Valentines, por ejemplo, 
sea precisamente esa zona, y que la zona de influencia de Vichadero sea la zona de Vichadero. 


Considero que la pregunta es atinada y me parece que es un buen aporte para tener en 
cuenta a la hora de la reglamentación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el artículo 45 con las modificaciones propuestas por el señor 
Senador Martínez. 


(Se vota:) 
-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 46, que fue desglosado en la segunda lectura. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Para el artículo 46, Informe de recaudación anual y Auditorías Especiales, se 
propone la siguiente redacción: “En cada instancia presupuestal el Poder Ejecutivo dará cuenta de los 
ingresos del Estado por concepto de Minería de Gran Porte”. Simplemente se agrega “por concepto de 
Minería de Gran Porte”, puesto que no quedaba claro a qué se refería. Además, se propone eliminar el 
párrafo siguiente, puesto que sería una redundancia, ya que el Poder Ejecutivo siempre puede pedir 
una investigación o auditoría específica sobre el tema que estime conveniente. 


SEÑOR HEBER.- En realidad, no entiendo por qué sería una redundancia. 
SEÑOR MARTÍNEZ.- Porque las Cámaras siempre pueden pedir la realización de auditorías. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a votar el artículo 46 con la redacción propuesta, que elimina el inciso 
segundo y que quedaría un único inciso, que diría así: “Artículo 46. (Informe de recaudación anual y 
Auditorías Especiales).- En cada instancia presupuestal el Poder Ejecutivo dará cuenta de los ingresos 
del Estado por concepto de Minería de Gran Porte”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 48, cuyo desglose fue solicitado por el señor Senador Heber. 


SEÑOR HEBER.- La información al Poder Legislativo puede terminar, como tantas cosas, archivada. 
Por ese motivo solicité el desglose, para presentar unos textos sustitutivos -tanto para el artículo 48, 
como para el 49-, que no sé si fueron repartidos. 


Como pueden observar, la propuesta para el artículo 48 expresa lo siguiente: “Los 
antecedentes de los elementos referidos precedentemente deberán ser remitidos mensualmente a 
consideración de la Asamblea General o de la Comisión Permanente en su caso, las cuales dispondrán 
del plazo de treinta días para expedirse. Vencido dicho plazo sin pronunciamiento, se darán por 
aprobados”, etcétera. Es decir que tenemos una obligación de tratarlos y expedirnos. 


Para el artículo 49 proponemos una modificación similar. 
SEÑOR MARTÍNEZ.- ¿Los antecedentes se tienen que remitir mensualmente? 
SEÑOR HEBER.- En los dos casos podemos suprimir la expresión “mensualmente”. 


SEÑOR CLAVIJO.- Propongo que se mantenga el desglose de ambos artículos para su estudio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así procederemos. 


Pasamos a la consideración del artículo 50, cuyo desglose fue solicitado por quien habla. En 
realidad, en la oración inicial se dice: “Los recursos del Fondo Soberano Intergeneracional de Inversión 
podrán ser invertidos en”, y nuestra propuesta era que se agregara la palabra “solo”, es decir: “Los 
recursos del Fondo Soberano Intergeneracional de Inversión solo podrán ser invertidos en”. 


SEÑOR COURIEL.- Voy a pedir que se mantenga su desglose. El punto a analizar es el siguiente. Se 
genera un fondo -que no es menor, sino bastante importante- y se discute dónde puede invertir. Podría 
invertir en títulos nacionales, dentro del país, o en títulos extranjeros. Y allí lo que uno puede observar 
es que parte del ahorro, en un país que no tiene suficiente ahorro, tendría la chance de que se lo utilice 
para comprar títulos extranjeros. Como a las AFAP ya les hemos dado la chance de que inviertan en 
títulos extranjeros, estamos tratando de estudiar qué límite tendrían que tener estos títulos cuando 
provienen del exterior. En realidad, hay un análisis que se hace de otros países. Por ejemplo, en 
Noruega se obliga a invertir todo en el exterior, pero son países que tienen otro nivel de ahorro. 
Entonces, para el Uruguay no es un hecho menor incrementar el ahorro con estas fuentes que vienen 
del sector minero. 


Por lo tanto, como estamos estudiando el tema, propongo mantener desglosado el artículo 50 
y, por el mismo motivo voy a solicitar el desglose del artículo 51, que ya habíamos votado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la reconsideración del artículo 51 y, a la vez, su desglose a 
propuesta del señor Senador Couriel. 


(Se vota:) 
-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
El artículo 52 fue desglosado junto con el artículo 50. 


SEÑOR COURIEL.- Estamos modificando algo que, básicamente, es de redacción. En lo personal no 
me parecía correcto que en un proyecto de ley se hiciera referencia a las agencias de calificación 
internacionales de riesgo dado que no siempre gozan de prestigio. No olvidemos que esas agencias 
calificaron con triple A a muchas instituciones financieras de Estados Unidos y Europa que luego 
quebraron. 


En concreto, proponemos que el artículo diga lo siguiente: “Artículo 52 (Otras disposiciones 
sobre inversiones).- Las inversiones del Fondo Soberano Intergeneracional de Inversión deben ser 
efectuadas con el objetivo de maximizar su retorno social de largo plazo, bajo el criterio de 
diversificación y en valores financieros emitidos por instituciones de alta reputación a nivel 
internacional, guardando debida proporción entre títulos de renta fija y variable. 


El control de cumplimiento será realizado por la Superintendencia de Servicios Financieros 
del Banco Central del Uruguay. 


La rentabilidad de las inversiones del Fondo Soberano Intergeneracional de Inversión, que 
será medida en Unidades Indexadas, será parte integrante del mismo”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el artículo 52 con la nueva redacción. 
(Se vota:) 


-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR HEBER.- Quiero dejar constancia de que discrepo con el señor Senador Couriel pues no 
tengo ningún inconveniente con las agencias calificadoras internacionales de riesgo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 53 fue desglosado a solicitud del señor Senador Michelini. 


SEÑOR COURIEL.- Aquí tenemos dos modificaciones. Diría así: “Artículo 53 (Otras inversiones).- El 
Fondo Soberano Intergeneracional de Inversión podrá asimismo destinar recursos a proyectos de 
investigación y desarrollo, incorporación de tecnología en la educación pública y proyectos de 
adaptación y mitigación del impacto del cambio climático por hasta un monto equivalente a la 
rentabilidad real del Fondo Soberano Intergeneracional de Inversión. Dichos proyectos deberán ser 
presentados al Fondo Soberano Intergeneracional de Inversión por el Poder Ejecutivo. En cada 
instancia presupuestal el Poder Ejecutivo propondrá al Parlamento la inclusión de los créditos 
presupuestales correspondientes con cargo al Fondo Soberano Intergeneracional de Inversión”. Se 
propone eliminar el inciso siguiente, que refiere a que se podía destinar el fondo a cancelación de 
deuda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Confieso que me parecía bueno que el Poder Ejecutivo pudiera tener la 
posibilidad de destinar el fondo a la cancelación de la deuda a quince años. Este segundo inciso 
comienza: “Asimismo, y a propuesta del Poder Ejecutivo, el Fondo Soberano Intergeneracional de 
Inversión podrá destinar recursos a la cancelación del endeudamiento externo. Esta cancelación debe 
ser de deuda con vencimientos posteriores a los quince años contados a partir de la creación del 
Fondo Soberano Intergeneracional de Inversión”. 


Reitero: me parecía muy bueno haber logrado una coincidencia, pero si el Poder Ejecutivo lo 
propone, si el oficialismo así lo entiende conveniente... 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 53, eliminando el inciso segundo y 
con el agregado a que ha hecho referencia el señor Senador Couriel. 


(Se vota:) 
-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 56, cuyo desglose fue solicitado en la primera lectura que 
hicimos. 


Creo recordar que en ese momento alguien hizo un comentario sobre la posición en la que 
quedaba el Tribunal de Cuentas frente a esto. En lo personal, no le veo objeción alguna. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Yo tampoco, señor Presidente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 57, cuyo desglose también fue solicitado. 


Con respecto a este artículo, habíamos planteado algunas objeciones en el sentido de que 
no queríamos que hubiera información confidencial. En el inciso segundo se expresa que la Comisión 
de Seguimiento recibirá información económica y ambiental relevante y no confidencial; nos parece 
que una Comisión de Seguimiento debería recibir toda la información y no verse privada de algo que se 
decreta como confidencial, máxime cuando en los artículos 37 y 38 de la actual Rendición de Cuentas 


se amplía el concepto de confidencialidad a aquello que el Poder Ejecutivo entiende se está evaluando 
o está en proceso. Por lo tanto, nuestra propuesta sería eliminar del mencionado inciso la expresión 
“no confidencial”. 


(Dialogados.) 


SEÑOR HEBER.- Estoy totalmente de acuerdo con el planteamiento del señor Presidente, obviamente 
en aras de la transparencia. 


(Dialogados.) 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Me preguntaba quién define lo confidencial y no confidencial y, en tal sentido, se 
me dijo recién que eso figura en la ley de acceso a la información pública. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En este mismo proyecto de ley hay una definición de confidencial, en especial, 
en lo que refiere a quién es el propietario, etcétera. 


SEÑORA PIAGGIO.- Quería aclarar además que la Ley N* 16.466, de prevención y evaluación de 
impacto ambiental, en su artículo 15 establece: “Las informaciones que puedan configurar secreto 
industrial o comercial del responsable del proyecto serán mantenidas en reserva por la Administración”. 
En la propuesta también tuvimos en cuenta este artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creemos que no debe haber información confidencial, en especial en todos 
estos temas, porque si en definitiva se le da participación a los ciudadanos y se crea una Comisión de 
Seguimiento de todo proyecto, se da un cierto aliento de que se va a hacer un seguimiento cercano, 
pero enseguida, en la redacción, se le reduce el acceso a la información, con lo que se le estaría 
amputando de entrada la posibilidad de llegar a cumplir su función. Por eso no vamos a votar este 
artículo con la redacción actual. 


SEÑOR HEBER.- Quizás no entiendo cuál es la preocupación que hay en este tema. Cuando una 
persona viene a hacer una explotación y realiza las primeras tareas en ese sentido, me parece 
correcto que haya confidencialidad, pero una vez que se le da el permiso de explotación y empieza a 
trabajar, no entiendo por qué esta Comisión, que es un ámbito de participación en que se recibirá 
información económica, no puede hacer un seguimiento en esa instancia posterior. Trato de 
comprender cuál es la razón para la confidencialidad. Puedo entender que si mañana viene un 
empresario, realiza una inversión y hace estudios de exploración, pida confidencialidad en ese 
proceso, pero una vez que se le otorgue el permiso, reitero, no veo la necesidad de la 
confidencialidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por otra parte, ¿cómo se va a integrar esta Comisión? Mi preocupación es 
que se va a crear una Comisión de Seguimiento con amplia participación de la comunidad local pero, 
¿quién la designa? Recordemos, por ejemplo, el caso de ASSE, en donde está previsto que haya un 
representante de los usuarios y un representante de los funcionarios, pero en realidad al representante 
de los usuarios no se lo elije por votación. 


En este caso no decimos cómo se vota, cómo se designa ni quién determina quiénes son los 
de la comunidad local. Todos sabemos que en Valentines la comunidad local está partida al medio: una 
parte quiere el proyecto minero y otra parte no lo apoya. Entonces, los señores que nos visitaron, que 
estaban absolutamente en contra del proyecto, ¿van a integrar la Comisión de Seguimiento? Me 
refiero, por ejemplo, al señor Echeverría, que nos visitó e hizo lo propio en cinco o seis Comisiones 
distintas. ¿La integrará o no le vamos a permitir que forme parte de la Comisión de Seguimiento y sí lo 
podrán hacer los superficiarios o los comerciantes que estén de acuerdo con el proyecto? ¿Cómo se 
integra la Comisión de Seguimiento? Parece ser que por lo menos debería establecer cuántos serían 
sus integrantes, quiénes, cómo se elegirían. 


SEÑOR CLAVIJO.- Como bien se ha expresado, el proyecto de ley prevé en varios capítulos el tema 
de la confidencialidad de los temas a tratar. Creo que en este caso hay que separar y es bueno que 
conste en la versión taquigráfica qué alcance tiene la confidencialidad. Hay que tener en cuenta que 
estamos hablando de una industria que tiene una gran inversión en investigación y en la prospección 
de minerales. Considero que es menester que la empresa tenga la posibilidad de que sea confidencial 
lo que vuelca al Poder Ejecutivo. 


Lo propio sucede en el proceso industrial, pues hay cuestiones que deben ser reservadas a 
los efectos de poder competir en un mercado que cada vez requiere más tecnología y desarrollo de 
conocimiento. No estamos hablando de confidencialidad en cuanto a cuestiones económicas y a la 
transparencia de aquellas que hacen al ambiente, sino definiendo muy claramente qué es lo que la 
empresa puede definir o pedir al Poder Ejecutivo en cuanto a la reserva de los datos aportados. Creo 
que es interesante que esto conste en la versión taquigráfica. 


Entiendo que la integración de la Comisión de Seguimiento no debe constar en un proyecto 
de ley por tratarse de una cuestión dinámica, sino que se tiene que incluirse en la reglamentación con 
la recomendación, si se quiere, del Poder Legislativo, de que sea amplia en el sentido de abarcar a los 
que están a favor y a los que están en contra de esta iniciativa o de cualquier otra. Insisto en que el 
número y la integración que tendrá la Comisión de Seguimiento es algo que debe quedar reservado a 
la reglamentación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me permito señalar que en el literal F) del artículo 25 del proyecto de ley se 
establece: “La determinación de la información contenida en el proyecto minero que será considerada 
de carácter reservado o confidencial”. Lo mismo puede ocurrir de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 26. En caso de que no se realice el proyecto, esa información -aun la confidencial- pasa a ser 
propiedad del Estado. 


No sé si en la norma se hace referencia a la información confidencial presentada en el 
proyecto o a la considerada como tal en la Ley de Acceso a la Información Pública, que se está 
ampliando. No puede ser la información ambiental porque la propia norma establece que no debe ser 
de carácter reservado y confidencial. O sea, por más que la ley ambiental lo diga, acá estamos 
diciendo que la información ambiental de estos proyectos no puede serlo. Quiero recordar que el 
inciso segundo del artículo 26 aprobado dice: “En ningún caso podrá ser considerada de carácter 
confidencial o reservada la información relacionada a los aspectos ambientales del proyecto.” Por lo 
tanto, no sé cómo juega esto con respecto a la norma anterior. 


A su vez, no nos da mucha garantía que se disponga que el Poder Ejecutivo sea quien 
determine la integración de una Comisión de Seguimiento, sin establecer un requisito mínimo en 
cuanto a cómo se va a integrar. Si el Poder Ejecutivo va a tener la libertad de elegir quién va a hacer el 
seguimiento, obviamente entramos en una etapa de discrecionalidad que no parece ser lo mejor. 
Reitero que ni siquiera en la ley de ASSE se llega a ese extremo porque se establece que, al menos, 
habrá un representante de los usuarios, por más que no se reglamente. En este caso, ni siquiera se 
hace eso y simplemente se dice que se va a integrar por ciudadanos. 


SEÑORA PIAGGIO.- En relación a la información ambiental, en todo momento está claro que será 
pública. Lo que mencioné anteriormente de la ley de evaluación de impacto ambiental tiene que ver 
con lo que es secreto comercial e industrial del proyecto. La razón por la cual lo contempla la ley de 
impacto ambiental es que para evaluar un proyecto es necesario conocerlo a fondo y, por eso, es 
necesario que la empresa entregue incluso aquella información que podría considerarse como secreto 
industrial o comercial. Esta información no es ambiental, aunque es necesario que se presente para la 
evaluación del impacto ambiental. Concluyo diciendo que la información ambiental siempre es de 
acceso público. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- En el mismo sentido de lo que decía la química Piaggio, creo que debe quedar 
claro que aquí nos estamos refiriendo a procesos comerciales o industriales, por ejemplo, bajo patente, 
lo que implica el secreto industrial. Supongo que se refiere a eso y no a otro tipo de información que sí 
hay que presentar porque, de lo contrario, me pregunto para qué se crea una Comisión de 
Seguimiento, si no va a poder echar mano a toda la información y a la evaluación de todo el proyecto 


en sí. Ahora bien; si se utiliza una malla de diez mil por centímetro cuadrado o de cien mil en un filtro, 
es un tema específico de la patente de diseño y de la tecnología, pero lo que sí importa es conocer los 
resultados finales. Entonces, lo que no puede negarse es el resultado, pero es lógico que no se brinden 
datos sobre la tecnología o la información comercial específica que pueda ser susceptible de daño por 
la competencia. 


Me parece que es bueno aclararlo, por lo menos para que quede constancia en la versión 
taquigráfica. 


SEÑOR COURIEL.- En la Ley de Acceso a la Información Pública hay una definición de información 
reservada y otra de información confidencial. Si a los señores Senadores les parece que puede ayudar, 
las leo. 


El artículo 9%, relativo a la información reservada, dice lo siguiente: “Como información 
reservada podrá clasificarse aquella cuya difusión pueda: 


A) Comprometer la seguridad pública o la defensa nacional. 


B) Menoscabar la conducción de las negociaciones o bien, de las relaciones internacionales, 
incluida aquella información que otros estados u organismos internacionales entreguen con carácter de 
reservado al Estado uruguayo. 


C) Dañar la estabilidad financiera, económica o monetaria del país. 
D) Poner en riesgo la vida, la dignidad humana, la seguridad o la salud de cualquier persona. 


E) Suponer una pérdida de ventajas competitivas para el sujeto obligado o pueda dañar su 
proceso de producción. 


F) Desproteger descubrimientos científicos, tecnológicos o culturales desarrollados o en poder 
de los sujetos obligados.” 


A su vez, el artículo 10, sobre información confidencial, establece: “Se considera información 
confidencial: 


1) Aquella entregada en tal carácter a los sujetos obligados, siempre que: 
A) Refiera al patrimonio de la persona. 


B) Comprenda hechos o actos de carácter económico, contable, jurídico o administrativo, 
relativos a una persona física o jurídica, que pudiera ser útil para un competidor. 


C) Esté amparada por una cláusula contractual de confidencialidad. 
ID Los datos personales que requieran previo consentimiento informado. 
Tendrán el mismo carácter los documentos o secciones de documentos que contengan estos datos.” 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente: no me parece que en los ítems de confidencialidad estuviera 
contemplado lo que se ha señalado aquí por distintos actores. 


El señor Senador Martínez ha dicho que puede entenderse que la innovación en tecnología 
puede tener un viso de confidencialidad, pero no es lo que dice el artículo porque allí se establece: “La 


Comisión de Seguimiento constituirá un ámbito de participación y recibirá información económica y 
ambiental relevante y no confidencial”. Quiere decir que puede haber información económica que sea 
confidencial e información ambiental relevante que también sea confidencial. 


SEÑOR COURIEL.- Ambiental me parece que no, económica, sí. 


SEÑOR HEBER.- Reitero lo que dice el artículo: “recibirá información económica y ambiental relevante 
y no confidencial”. 


Lo que manifiesto es lo que establece el artículo. Puedo entender lo que explica la química 
Piaggio en cuanto a que en materia ambiental no hay confidencialidad, pero el inciso establece: 
“ambiental relevante y no confidencial”. Quiere decir que puede haber información relevante 
confidencial. Entonces, separemos el tema ambiental relevante de lo confidencial y digamos: 
“información económica no confidencial y ambiental relevante”. Pongamos la conjunción “y” después 
para dejar claro que no hay información ambiental confidencial. 


El literal F) del artículo 25, al que hacía mención el señor Presidente de la Comisión, dice: 
“La determinación de la información contenida en el proyecto minero que será considerada de carácter 
reservado o confidencial”. Lo que entiendo es que mientras que no se dé la explotación, es correcto 
que exista reserva y confidencialidad, pero una vez que se otorgó el permiso, la Comisión de 
Seguimiento tiene que hacer un seguimiento en cuanto a que se está extrayendo bien, que está dando 
ganancias, que no hay afectación del ambiente, etcétera. 


En definitiva, no sabemos en qué consiste la Comisión ni su función, aunque sabemos que 
va a hacer un seguimiento ambiental porque puede haber información económica que sea considerada 
reservada. Quiere decir que esta Comisión se crea para hacer seguimiento al impacto ambiental. 
Sinceramente, no entiendo el sentido de la Comisión. No veo cómo se va a participar; lo digo 
sinceramente. Allí vamos a poder participar todos, los vecinos de la localidad, los Legisladores, con una 
auditoría en forma permanente de impacto ambiental, como acaba de introducirse en uno de los 
artículos que recientemente hemos votado -creo que es el literal C) del artículo 45, que se modificó a 
propuesta del señor Senador Martínez-, incluyendo el seguimiento de una auditoría independiente. 


Mediante la creación de la Comisión de Seguimiento decimos que queremos que la gente 
participe, pero en realidad no va a participar. Por un lado decimos que queremos que la gente participe, 
pero en realidad, cuando se trata de algo confidencial, no va a poder hacerlo. Planteo esto porque me 
parece que se trata más de una pose que de algo concreto. 


(Dialogados.) 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Si bajo este concepto, en la sesión del Plenario el Miembro Informante lo aclara, 
no tendría inconveniente. Al dejar fuera de la confidencialidad la información ambiental, queda claro 
que la parte técnica de lo ambiental no queda incluida. Insisto en esto porque puede haber patentes y 
otras cosas que tienen que ser reservadas. En ese caso, si dejamos fuera la información ambiental, me 
parece que no habría problema. De todos modos, quizás podamos desglosar el artículo para decidir en 
una próxima sesión. 


Por otra parte, la idea que se planteaba en cuanto a no establecer cuál va a ser la integración 
de la Comisión obedece a que cada lugar es diferente y cada proyecto tiene sus particularidades. Hay 
algunos que requieren un tipo de participación y, sin embargo, otros no tienen la más mínima 
necesidad de eso. El hecho de que la gente reciba información de forma directa nunca está mal. Creo 
que también es una forma de participación ciudadana que la gente pueda criticar y decir lo que piensa; 
expresarse con un nivel de información que no tiene el ciudadano común es algo espectacular. 


Quedamos a lo que los señores Senadores prefieran. 


SEÑORA PIAGGIO.- Quizá sea bueno comentar que en la reforma del Código de Minería se incluyó un 
artículo con la obligación de crear, en este caso por parte del Ministerio, una Comisión de Seguimiento 
para aquellos proyectos que involucren una inversión superior en los rangos mayores con relación a la 
ley de inversiones. En este caso, para todo emprendimiento de minería de gran porte se establece ese 
mismo criterio, cumpla o no los requisitos de la ley de inversiones. 


Por tanto, reitero que quizá sería bueno recordar cuál fue la integración que Código de Minería 
previó para la Comisión de Seguimiento. Allí se establece: “La Comisión de Seguimiento estará 
integrada por representantes de la comunidad, del Gobierno Nacional, Departamental y Municipal, 
constituirá un ámbito de participación y recibirá información relevante por parte del titular del proyecto”. 
Está un poco más detallada su integración aunque, en realidad, está nombrando una amplia 
participación, al igual que en este proyecto de ley. 


La idea es que hay antecedentes de comisiones de seguimiento que sí tienen un objetivo 
fundamentalmente de información ambiental. En este caso, es una información de desempeño del 
proyecto, tanto en lo ambiental como en lo productivo. A su vez, también se refiere a la información 
económica, pero sí se excluye la confidencial. Tal vez realizando un cambio en el orden se puede 
aclarar que la información ambiental no es confidencial. De acuerdo con los antecedentes que hay de 
comisiones de seguimiento de proyectos, la integración detallada siempre se ha hecho por resolución 
ministerial, porque es adecuada a cada proyecto con sus particularidades. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que quizás deberíamos desglosar el artículo y buscar una redacción más 
parecida a la de la otra ley, porque es más precisa en cuanto a la Comisión de Seguimiento. 


Por otro lado, en cuanto al acceso a la información, creo que deberíamos considerarlo 
teniendo presente la Rendición de Cuentas, porque amplía el concepto de confidencialidad y no acceso 
a la información en los artículos 37 y 38. Cuando hay información en procedimientos de control, 
evaluación, investigación o deliberación, se dice que es confidencial; en este sentido, obviamente nos 
preocupa. Por ejemplo, al amparo del artículo 9% de la Ley N* 18.381 se decretó confidencial toda la 
documentación de Pluna, después de que esta se declaró en quiebra y, obviamente, creemos que ya 
no había razones para eso. 


Además, quiero decir que en los temas ambientales el Parlamento nunca tiene toda la 
información necesaria y no cuenta con una persona que dé la certeza de que lo que estamos haciendo 
es lo adecuado. Esto sucede, un poco por desconocimiento, debido a que los Legisladores no somos 
especialistas en temas medioambientales. Por estos motivos, hace aproximadamente un año presenté 
un proyecto de ley que crea la figura del Comisionado Parlamentario Ambiental. Se trata de algo similar 
al Comisionado Parlamentario Penitenciario, pues el tema de las cárceles y el acceso a las situaciones 
allí generadas siempre fue un dolor de cabeza para los Legisladores. Sin embargo, hoy en día todos 
estamos muy conformes con la actuación del Comisionado Parlamentario Penitenciario. Entonces, 
aprovecho esta oportunidad para comunicar a los Legisladores de los otros Partidos que sería bueno 
impulsar la creación de la figura del Comisionado Parlamentario Ambiental a los efectos de que 
asesore a los Legisladores en todos estos temas ambientales, puesto que muchas veces hay 
denuncias fundadas, aunque otras no. 


SEÑOR HEBER.- Estoy de acuerdo con que se pueda tener acceso a la información. Es muy 
importante que la gente de la localidad tenga información veraz, pero para lograr ese fin deberíamos 
hacer referencia a la modificación que ha introducido el señor Senador Martínez en cuanto a que los 
resultados de la auditoría internacional también se remitan a la Comisión de Seguimiento. De esa 
manera, quienes formen parte de esa Comisión contarán con elementos de información -así como 
también nosotros podemos tenerlos en el Parlamento- que no necesariamente provengan de la 
empresa, puesto que también podrá recibir informes de esta auditoría independiente para cuyo 
funcionamiento se destinan recursos, tal como se expresa. Entonces, ahí sí la Comisión podrá 
desarrollar la tarea y generar la participación a la que hacía referencia, aunque se podría también 
remitir esa información para que la tenga la localidad y no se maneje solamente con la versión de la 
empresa. 


SEÑOR COURIEL.- En primer lugar, entiendo que las auditorías y los informes de auditoría deberían 
de ser públicos. 


En segundo término, se dice expresamente en el artículo “ambiental relevante” y, sin duda, 
esta expresión incluye la información que las auditorías estén dando. Por lo tanto, estaría incluida. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Aclararía bastante la redacción que se hiciera referencia al Código Minero. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Mantenemos desglosado, entonces, el artículo 57. 


Se pasa a considerar el artículo 59, cuyo desglose fue solicitado por el señor Senador 
Michelin. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se pasa a considerar el artículo 60, cuyo desglose fue solicitado también por el señor 
Senador Michelini. 


SEÑOR CLAVIJO.- Solicito que se mantenga el desglose porque tiene que ver con el artículo 59. 


SEÑOR COURIEL.- El artículo 60 tiene un pequeño agregado en la penúltima frase, que diría: “para 
toda el área de concesión delimitada en el contrato” y la redacción sigue tal como está. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando nos referimos al contrato, ¿es el de explotación que se firma antes de 
comenzar? ¿Qué pasa si esa área, en los hechos, no coincide con la de afectación directa de los 
propietarios superficiarios? No sé por qué se habla del área delimitada en el contrato. Quizás estamos 
ingresando en un problema al agregar “delimitada en el contrato”, el cual es previo a la explotación y a 
la resolución de la Dinamige, que es quien determina los predios afectados o no. 


SEÑORA GROSSO.- En el caso de la minería de gran porte, el contrato y la concesión son 
simultáneas, y si vemos el literal A) del artículo 25, uno de los componentes que deberá estar 
necesariamente en el contrato es el siguiente: “El área contenida en el título de la concesión para 
explotar, no siendo de aplicación lo dispuesto en el inciso primero del artículo 103”. Por eso se hizo la 
aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Pasamos a la consideración del artículo 61, cuyo desglose también fue solicitado por el señor 
Senador Michelini. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Pasamos al artículo 62. 


SEÑOR COURIEL.- Para este caso proponemos la eliminación de la frase “dedicada a la ejecución de 
actividades mineras o conexas”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que aquí tenemos uno de los aspectos más complicados del proyecto de 
ley. El área de intervención indirecta a veces involucra a quienes no están afectados por la explotación 
directamente. Creo recordar que cuando fuimos con el señor Senador Martínez a Valentines y Cerro 
Chato, nos mostraron una foto en la que se veía que había una perforación a diez metros de la ventana 
del dormitorio de la casa de una señora. Aunque estaba en el potrero de al lado, que no le pertenecía, 
indirectamente se veía afectada y por ende su situación debía ser atendida. 


SEÑOR HEBER.- En el proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo, a este artículo le seguía otro 
relativo al área lindera, el que no entiendo por qué no fue aprobado por la Cámara de Representantes 
ya que a mi juicio es fundamental. Confieso que si me parecía mal que solamente se consideraran los 
cien metros establecidos en la iniciativa del Poder Ejecutivo, mucho peor me parece que directamente 
se excluya la disposición. Cuando hay explotaciones en las que el agujero que hacen en la tierra es de 
dos kilómetros, cien metros parece muy poco. Pero insisto en que ni siquiera eso votó la Cámara de 
Representantes; eliminó el artículo relativo al área lindera que, a mi entender, respetaba, incluso, parte 
de los entendimientos que se habían alcanzado a nivel del Acuerdo Multipartidario. Si bien no está 
escrito, se había hablado de la necesidad de tener en cuenta a los linderos. Sin embargo, vemos que 
solamente se tiene en cuenta el área de intervención indirecta y no la lindera, con lo cual no se respeta 
lo acordado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que quizás podamos estar teniendo el problema de haber quitado 
algunos artículos y dejado otros. 


Lo que interpreto que quiere el Poder Ejecutivo con esto es determinar que el área de 
intervención directa es la superficie del área de concesión para explotar en la que se ejecutan 
directamente las actividades de extracción de minerales, y la indirecta es toda otra área de concesión 
que determina el Poder Ejecutivo que no esté considerado en lo anterior. Entonces, se deja a la 
discrecionalidad del Poder Ejecutivo determinar qué es indirecto y qué no. Quizás debiera afinarse más 
concretamente qué se entiende por indirecto. Por eso se había agregado “actividades mineras o 
conexas”. Recuerdo que nosotros habíamos solicitado ir más lejos y que también se tuviera en cuenta 
a quienes se vieran afectados indirectamente por ruidos, temblores, etcétera. En cambio, esta solución 
restringe aún más el concepto de indirecto o, lo que es peor, lo deja librado a lo que determine el Poder 
Ejecutivo, que no parece ser lo mejor. 


SEÑORA PIAGGIO.- La idea de hacer una separación entre lo que son áreas de intervención directa e 
indirecta tiene que ver -no quiero ser redundante- con la necesidad de definir aquellas actividades que 
intervienen mucho más en el suelo en busca del subsuelo, tales como la propia mina, los depósitos de 
desmonte y la pileta de relaves. Asimismo, hay otras actividades que también son mineras pero no 
tienen la misma intervención en el suelo y por ello son consideradas indirectas porque, además, su 
recuperación en el tiempo es mucho más rápida. Estas se advierten por defecto, digamos; las directas 
están detalladas y, entonces, las otras surgen descartando estas del área de concesión. Por lo tanto, 
es discrecionalidad del Poder Ejecutivo en la medida que tiene la competencia de estudiar un proyecto 
y otorgar una determinada área de concesión. Pensándolo mejor, no es discrecionalidad sino 
competencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me permito recordar las enseñanzas del profesor Daniel Hugo Martins acerca 
de la diferencia entre “discrecional” y “arbitrario”. Arbitrario es una facultad y nada más, mientras que 
discrecional es aquello que se puede hacer dentro de determinados parámetros. Entonces, si esto es 
discrecional, si el Poder Ejecutivo tiene discrecionalidad para fijar el área de explotación, debiera tener 
algún tipo de parámetro para hacerlo porque, de lo contrario, el mandato no sería discrecional sino 
arbitrario. 


Es correcto definir lo indirecto como todo lo que no es directo, pero sería conveniente definir 
previamente todo lo que consideramos área para explotar. Muchas de las personas que se han visto 
afectadas y han concurrido a esta Comisión nos han dicho, por ejemplo, que tienen sus casas a veinte 
metros de donde se producen las explosiones -y eso sucede tres veces al día-, que se escuchan a un 
kilómetro de distancia. Si usted vive a cien metros del área donde se utilizan explosivos tres veces al 
día, le diría que se tiene que mudar, y creo que le deberían pagar una compensación por ese motivo, y 
un canon, por más que no esté en el área de explotación directa. 


Creo que deberíamos analizar esto, al igual que otra cantidad de elementos. Por este motivo, 
considero que deberíamos afinar aún más el concepto de área de intervención indirecta en este 
artículo. 


SEÑORA PIAGGIO.- Es necesario tener en cuenta que el estudio de impacto ambiental presentado a 
la Dinama es de tratamiento simultáneo con el estudio del proyecto minero. Cabe destacar que para el 
otorgamiento de la concesión -en este caso de minería de gran porte, es simultánea con el contrato- 
es necesario contar con la autorización ambiental previa establecida en el Código de Minería. En esa 
autorización se establecen las áreas donde los impactos dejan de ser significativos. Quizá esto sea 
parte de la gestión, pero cuando la Dinamige recibe la autorización ambiental previa, en su expediente 
figura cuáles son aquellas áreas que tienen afectación ambiental, las que forman parte, sin duda, del 
proyecto minero. Inclusive, para determinadas actividades se exigen áreas de amortiguación, 
justamente para que no sufran impactos ambientales. La Dinamige debe determinar esas áreas porque 
no puede haber otro tipo de actividad en ellas. 


Se habla mucho de la contaminación sonora y quizá existan determinados niveles que pueden 
ser considerados de impacto dentro del área de concesión, pero cabe señalar que allí no habrá otro 
tipo de actividad que no sea la mencionada anteriormente. Es un conjunto de cosas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Recuerda dónde está la definición de área de concesión? Si no me 
equivoco, se hace referencia a ella en el literal A) del artículo 25. 


SEÑORA PIAGGIO.- En el Código de Minería, en el artículo 100; en este caso, los criterios coinciden 
porque no se deroga. El artículo 100 del Código de Minería establece las condiciones para el 
otorgamiento de la concesión, además de enumerar muchas más cosas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera saber, en particular, la definición de área de concesión para explotar. 


SEÑORA PIAGGIO.- En ese caso, se trata del artículo 103, Sección V, Capítulo 1V, que refiere a la 
explotación y establece: “La concesión para explotar fijará la extensión del área que se ampara, entre 
el mínimo compatible con una explotación racional y un máximo de 500 hectáreas”. Debo aclarar que 
este punto fue expresamente derogado en el proyecto de ley sobre minería de gran porte. 


El artículo continúa: “Para la fijación concreta del área la autoridad minera tendrá en cuenta 
los siguientes determinantes: 


Tipo de yacimiento o mina. 
Programa de explotación. 
Plan de inversiones”. 
Luego la disposición habla de los plazos. 


Quiero agregar que el artículo 63, en su literal g) dispone: “Acreditar la obtención de las 
autorizaciones ambientales, conforme a la normativa vigente”. Aquí se establece el área fuera de la 
cual no se producen impactos ambientales significativos, dato que es tenido en cuenta por la Dinamige. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me interesa destacar cómo funciona normalmente esto en la práctica en el 
interior del país. 


A veces los predios pertenecen a distintos vecinos y, por tanto, tienen números de padrón 
diferentes. Por ejemplo, puede ocurrir que se conceda para explotar el área del padrón N* 2, pero el N* 
4 está al lado. Si se concede como área de explotación el N* 2, por ende el N* 4 se puede ver afectado. 
Pues bien, se tramitan todos los permisos y se fija el área para explotar, pero indirectamente el padrón 
vecino queda afectado. De acuerdo a la forma en que se define este concepto, expresando que el área 
para explotar es la fijada según el artículo 103 del Código de Minería, que el área de afectación directa 
es donde se ejecutan las actividades de extracción y que la indirecta es el resto del área que no es 
para explotar, en los hechos no se está teniendo en cuenta esa situación de afectación indirecta. 
Disculpen que hable de este ejemplo, pero entiendo que sería algo similar a lo que ocurrió con el 
fracaso de diversas políticas sanitarias en el interior. Esto es, muchas veces no se considera dónde 
está el foco de una enfermedad animal, sino que se toma en cuenta el padrón. Entonces, se inhabilita 
la salida de animales del padrón N* 2, que es enorme, pero no se inhabilita al vecino que tiene un 
predio a 5 metros y está tan afectado por la enfermedad como el N* 2. En otras palabras, no se 
maneja el concepto de foco y perifoco. 


Diría que en el caso que nos ocupa, pasa lo mismo, o sea, no se está legislando en base a 
foco y perifoco de la afectación directa, sino en base al área que se está afectando. De este modo 
quedará mucha gente afuera; claramente es el caso de la señora que vimos antes, pues había 
instalada una explotación a 15 o 20 metros de su predio. Esa señora tiene derecho a que le paguen el 
canon. 


Sin embargo, no se define con certeza los predios que pueden ser afectados indirectamente, 
más allá de que en otro artículo se establece que se pagará al superficiario indirecto también. 


SEÑOR HEBER.- Quiero insistir en que estos artículos -me refiero a los artículos 61 y 62, así como el 
que falta, que refería al área lindera- están relacionados. Tanto el área de intervención directa, como la 
indirecta y la lindera -que abarcaba específicamente a los linderos- ya estaban en el proyecto original 
del Poder Ejecutivo. Esto es parte del entendimiento de la Multipartidaria, ya que en las bases se dice: 
“Se mantiene el Canon actual, aplicando un tope elevado a lo percibido por el superficiario", previendo 
recompensar a los propietarios de predios linderos. Si en el artículo no establecemos quiénes son los 
linderos, no estamos cumpliendo con los entendimientos multipartidarios que se hicieron. Si se deja 
librado a esta área de intervención indirecta, como parecería sugerir el proyecto votado por la Cámara 
de Representantes, no necesariamente se va a pagar un canon para recompensar a los propietarios de 
predios linderos. Por eso reitero que en el proyecto debería decirse qué se entiende por “linderos”. No 
estoy de acuerdo con los cien metros a que se hacía referencia en el proyecto original del Poder 
Ejecutivo, pero ahora ni siquiera tenemos eso. 


Simplemente quiero hacer esta observación porque para algo hicimos todo el esfuerzo y 
llegamos a entendimientos, pero estos luego no aparecen en el proyecto de ley. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- De acuerdo a lo que se ha explicado, me parece que es al revés, pues esto es 
mucho más abarcativo. Por lo que he entendido, se define un área de explotación global en base a 
criterios medioambientales. Por lo tanto, el caso de esta señora estaría contemplado. Si se produce un 
ruido a una distancia de diez o doscientos metros -habrá que controlar los decibeles; se realizará un 
estudio ambiental que determinará el grado de contaminación sonora y demás-, el caso estará incluido, 
porque si el área de explotación queda determinada por el estudio ambiental -que por lo que se explicó 
es coercitivo y, además, figura en el Código de Minería-, los linderos estarán involucrados. Como dije, 
esto es más abarcativo, porque lindero pasa a ser todo lo que tiene algún tipo de afectación 
medioambiental, sea por ruido, polvo o lo que sea. 


En resumen, creo que de esta forma estamos siendo más abarcativos que si lo definiéramos 
en base a la distancia, porque en definitiva eso no importa tanto como el impacto real que sufre el 
ciudadano, tanto a nivel de su salud como de la explotación, etcétera 


SEÑOR HEBER.- ¿Dónde está eso? 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Esto refiere al Código de Minería, señor Senador, que establece que el área de 
explotación está condicionada por el estudio de impacto ambiental. Fue lo que leyó la química Piaggio. 
En ese caso, me parece que estaría incluido el planteo del señor Senador Heber y también el del 
señor Presidente. 


SEÑOR CLAVIJO.- Este proyecto de ley atiende los mínimos problemas que tienen los superficiarios y 
las situaciones diferentes, en tanto el artículo 61, que ya fue aprobado, define muy claramente cuáles 
son los espacios de explotación minera directa, es decir, la extracción y también todo lo que tiene que 
ver con las escombreras, que son los depósitos de materiales y roca estéril. Dentro de los espacios de 
explotación minera directa también se encuentran las piletas de relaves. 


Este proyecto universaliza y da garantías a todos los superficiarios en cuanto a quiénes son 
los que están en el área de intervención indirecta. Esto se da por múltiples situaciones que tienen que 
ver con la explotación. La Dirección Nacional de Medio Ambiente debe definir espacios para la 
amortiguación y minimización de los impactos ambientales que genere el emprendimiento. Por lo tanto, 
esos espacios que son para minimizar el impacto -ya sea de ruido, polvo, etcétera- producido son a los 
que hace referencia el artículo 62. No estamos analizando solamente el tema del socavón que se 
hace para la extracción del mineral, sino todo el entorno que tiene que ver, principalmente, con la 
atención de aquellas situaciones de los superficiarios linderos y de los que van a estar involucrados 
por las actividades de minimización del impacto ambiental. 


Adelanto que estamos en condiciones de votar. 


SEÑOR HEBER.- A lo largo de todo el proyecto de ley, prácticamente no se hace referencia alguna a la 
Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible; diría que solamente un artículo -de acuerdo a 
lo que pude ver- se refiere a esta norma que tiene previsto todo el tema. Recuerdo que esta Ley fue 
votada por la unanimidad de los señores Legisladores del oficialismo, aunque con muchos reparos de 
parte de la oposición. De todas formas, el artículo 47 de esta Ley N” 18.308, que está vigente, 
consagra la evaluación ambiental estratégica que se debe hacer para saber qué impacto puede llegar a 
tener en la zona, etcétera. 


Fíjense los señores Senadores que el área rural -otro de los puntos sobre el que debemos 
discutir- puede empezar, por ejemplo, a la cuadra siguiente, o quizá a pocos metros de donde termina 
el pueblo. Entonces, ¿puede ser que allí haya un emprendimiento? Esto es lo que me pregunto. 


Quizá habría que hacer una referencia expresa a lo que ya está vigente, es decir, a la Ley de 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible, en particular, a su artículo 47, que prevé la evaluación 
ambiental estratégica. A mi juicio, se debería hacer referencia a ello. Esto podría quedar mucho más 
claro si, reitero, hacemos referencia a normas que ya hemos votado como, por ejemplo, a la Ley que 
mencioné, que fue discutida en su momento y está vigente. Realmente no entiendo por qué no lo 
hacemos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si me permiten, voy a hacer una propuesta porque creo que todos estamos 
hablando de cosas parecidas. 


Me parece que todos estamos de acuerdo en que el área de intervención directa o indirecta 
son parte del área de concesión para explotar. Según se nos ha dicho, el área de concesión para 
explotar está definida tanto en el Código de Minería como en la Ley de Medio Ambiente. En función de 
esto, podríamos incorporar un artículo que establezca que se considera área de concesión para 
explotar aquella definida en tales artículos de determinada ley. De esa forma nos quedaríamos todos 
tranquilos, porque estaría definida en la Ley de Medio Ambiente -con lo cual ganaríamos en claridad- y 
estaría incluido lo directo e indirecto. Así, zanjaríamos la discusión. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Creo que sería un aporte importante. 


SEÑORA PIAGGIO.- Podríamos hacer alguna propuesta al respecto. 
Si me permiten, quiero hacer la siguiente aclaración. 


El señor Senador Heber hizo referencia al artículo 47 de la Ley de Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Sostenible pero, en realidad, lo que aquí se está estableciendo es la evaluación ambiental 
estratégica para los instrumentos de ordenamiento territorial de alcance nacional y departamental. 
Realmente, el objeto de los instrumentos es diferente de lo que es la actividad minera. De manera que 
sí está pedida la evaluación ambiental estratégica para los instrumentos. 


SEÑOR HEBER.- No para la explotación. 
SEÑORA PIAGGIO.- No; es para los instrumentos de ordenamiento territorial. 


SEÑOR HEBER.- Dado que hace tiempo está vigente la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Sostenible, se podrían haber votado los instrumentos de evaluación ambiental estratégica 
correspondientes. 


SEÑORA PIAGGIO.- Se están desarrollando los instrumentos de ordenamiento territorial y se está 
recorriendo el procedimiento de evaluación ambiental específico para ello. 


SEÑOR HEBER.- ¿Podemos hacer referencia a eso? 


SEÑOR PIAGGIO.- Se trata de cosas muy diferentes. Los instrumentos son de planificación del 
territorio. Me parece que se trata de ámbitos diferentes. 


SEÑOR COURIEL.- La idea sería agregar un artículo. 
En ese caso, podríamos votar el artículo 62. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso quedaría condicionado a que se defina el artículo a agregar y que sea 
efectivamente como se nos ha dicho. 


Si los señores Senadores están de acuerdo, se va a votar el artículo 62. 
(Se vota:) 
-4 en 6. Afirmativa. 
SEÑOR COURIEL.- Que quede claro que tiene que agregarse un artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores están de acuerdo, cuando votemos el otro artículo, 
pediré la reconsideración del artículo 62. 


La Presidencia propone que esta Comisión se reúna el próximo miércoles para seguir con la 
consideración del tema. 


(Apoyados.) 
SEÑOR COURIEL.- La idea es ver si en la próxima sesión podemos terminar con el tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos a considerar, se levanta la sesión. 


(Es la hora 18 y 16 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


